
Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional en sentencia C-399 de 1999.

L.A. del Artículo 191.

Los Notarios procurarán su asociación en Colegio de Notarios, con miras a la elevación moral,
intelectual y material del notariado colombiano y estimular en sus miembros el cumplimiento
de los principios de ética profesional y los deberes del servicio que les está encomendado.

Sentencia C-399 de 1999. Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero.

“El notariado no es entonces una “profesión legalmente reconocida” en los términos del
artículo 26 de la Constitución, sino una actividad que en virtud de la importancia social que
ostenta, ha sido efectivamente regulada por el legislador, con el fin de llevar un control
necesario sobre unas atribuciones que implican necesariamente un gran riesgo social. El
Decreto 960 de 1970 es una norma anterior a la Constitución de 1991. Por consiguiente, es
claro que adolece de inconstitucionalidad sobreviniente en relación con el tema del Colegio de
Notarios, pues, a pesar de que sobre estas materias no se suscitaron reflexiones que hicieran
suponer la situación irregular en la que se encontraba esta institución a partir de la Nueva
Constitución, es claro que las normas que orientan este cuerpo Colegiado no responden de
manera efectiva al espíritu de la Carta, motivo por el cual deben ser declaradas
inconstitucionales. Los notarios podrán en virtud de esta decisión y con fundamento en la
actividad que realizan, asociarse libremente en una asociación o en varias según su propio
ejercicio de vinculación colectiva (artículo 38 y 103 de la C.P).

No podrán constituir en consecuencia un colegio de notarios, independientemente de la
importancia que a todas luces detenten en relación con el interés general y la promoción de las
actividades de la comunidad, no son una “profesión legalmente reconocida”, ni por su
actividad, ni por su regulación legal, ni por las exigencias de idoneidad y académicas, en los
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términos constitucionales claramente presentados en esta decisión. Son, sin embargo, una
actividad que efectivamente conlleva un riesgo social, situación que le permite claramente al
legislador regular su actividad tal y como lo ha adelantado hasta el momento, en virtud de una
necesidad de control efectivo a una actividad fundamental para el normal desarrollo de las
actividades sociales y jurídicas de una colectividad. Es por ello, que debe dejarse claro que la
ley puede otorgarles a asociaciones privadas en virtud del artículo 103 de la Carta, la
posibilidad de detentar la calidad de cuerpo consultivo del Gobierno, u otorgarle funciones
administrativas específicas. Igualmente, en virtud de lo dispuesto en los artículos 26 y 103 de
la Carta de 1991, la ley puede delegar en personas jurídicas de carácter privado algunas
atribuciones que de ordinario corresponden a la administración pública, así como funciones de
control y fiscalización de la gestión pública. Todo lo anterior no ya con fundamento en el
artículo 26 de la Carta, que como vimos en estas materias específicas no es aplicable a los
notarios, sino con fundamento en el artículo 103 de la Carta.

Una vez considerada la naturaleza de la actividad notarial de conformidad con lo descrito en el
punto anterior, es claro que tal actividad en sí misma considerada no constituye una “profesión
legalmente reconocida”, en los términos señalados en esta sentencia.

En efecto, la actividad realizada por los notarios de conformidad con el mismo Estatuto Notarial
es descrita como una “función pública que implica el ejercicio de la fe notarial” y no como una
profesión que exige una carga académica definida y un título de idoneidad específico.

Adicionalmente, el Decreto 960 de 1970, que establece el llamado estatuto notarial, es
esencialmente una norma que regula la función notarial, pero que en modo alguno puede
considerarse como el estatuto que configura y determina una actividad profesional titulada.

Así mismo, las exigencias tradicionales de ilustración en áreas específicas del conocimiento, –
propias de las actividades profesionales -, si bien pueden ser importantes en el caso de los
notarios,  no resultan en modo alguno fundamentales para el ejercicio de tal actividad,
teniendo en cuenta que las funciones propias del notariado se fundamentan en  su mayoría en
la misión preponderante de dar fe frente a la realización de actos jurídicos, razón por la cual
uno de los requisitos principales respecto a la calidad de Notario, es que quien se desempeñe
como tal sea una persona de una gran idoneidad personal y una excelente reputación, aunque
no necesariamente debe  contar con conocimientos específico en un área profesional. Por
consiguiente, no resulta extraño que en virtud del artículo 132 del Decreto 960 de 1970, no se
exijan títulos de idoneidad específicos para el desempeño de las funciones notariales salvo los
requisitos genéricos relacionados con ser nacional colombiano, ciudadano en ejercicio, persona
de excelente reputación y tener más de treinta años. Al respecto, es claro entonces que no se
requiere tener una profesión determinada para poder acceder a ciertos cargos notariales. Sin
embargo, ello no es óbice para que en la actualidad se pretenda cada vez, con más ahínco que
los notarios sean personas profesionales en el Derecho en virtud de las atribuciones propias del
servicio que prestan.

En efecto, con la evolución de la actividad notarial, tal y como se señaló anteriormente, se ha
pretendido también que los notarios obren como asesores legales de las personas vinculadas
en las relaciones jurídicas. En consecuencia, se ha hecho necesario que en algunos casos se



exija como requisito para acceder al cargo, el ser profesional en derecho. Esto es lo que ocurre
con los notarios de los círculos de primera, segunda y tercera categoría, en donde se exige, a
parte de los requisitos generales, ser abogado titulado y haber ejercido el cargo de notario o
registrador de instrumentos públicos por un periodo de tiempo, haber estado en la judicatura,
haber sido profesor universitario por varios años, o haber ejercido la profesión por 10 años.
Para los cargos de notarios en los Círculos de Segunda y Tercera Categoría se exigen iguales
requisitos, – también profesionales en derecho -, pero con menos requerimiento en cuanto a al
tiempo de experiencia en las otras actividades, según la categoría respectiva. (Art. 153, 154 y
155 del Decreto 960 de 1970).”
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